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Procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala  de 
Ponce  
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Sobre: 

DESPIDO 
INJUSTIFICADO 

Peticionario   

Panel integrado por su presidente, Juez Bermúdez Torres, la Juez 
Nieves Figueroa y el Juez Flores García. 

 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 19 de agosto de 2016. 

Comparecen ante nosotros, mediante recurso de certiorari, 

Service Corporation International, Empresas Stewart Inc., Rudy 

Mercado Santiago, Walter Conesa Nazario, Camil Muñoz Rodríguez 

y Carlos Francisco Ríos Javier (en adelante “peticionarios”).  

Solicitan la revocación de la Resolución emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Ponce (en adelante “TPI”), 

mediante la cual el TPI declaró Sin Lugar su moción conjunta a los 

efectos de convertir la naturaleza de la vista señalada para el 9 de 

agosto de 2016 y ampliar el periodo de descubrimiento de prueba. 

 Examinado el recurso presentado, así como el derecho 

aplicable, acordamos expedir el auto de certiorari y revocar la 

Resolución recurrida. 

I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que el 19 

de mayo de 2016 los señores Rudy Mercado Santiago, Walter 

Conesa Nazario, Camill Muñoz Rodríguez y Carlos Francisco Ríos 
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Javier (en adelante “querellantes”) presentaron una Querella sobre 

despido injustificado y discrimen por edad contra Service 

Corporation International, Empresas Stewart Inc., Empresas 

Stewart-Funerarias Inc., Empresas Stewart-Cementerios Inc. y 

Simplicity Plan of Puerto Rico Inc (en adelante “querellados”).  

Alegaron que éstos fueron empleados de Empresas Stewart Inc. 

desde la década de los noventa y que a partir del año 2013 dicha 

empresa fue adquirida por Service Corporation International (en 

adelante “SCI”) como patrono sucesor.  Adujeron que desde que 

SCI adquirió a Empresas Stewart Inc. comenzó un patrón de 

hostigamiento y persecución en contra de los empleados más 

antiguos de Empresas Stewart Inc. con el objetivo de retirarlos de 

la plantilla laboral para contratar nuevos empleados.  Finalmente, 

los querellantes fueron despedidos en enero, abril y septiembre de 

2016, alegadamente de manera injustificada y en violación al 

principio de antigüedad. 

 El 19 de mayo de 2016 los querellantes presentaron una 

Mocion Informativa en la que indicaron que notificarían a los 

querellados un Primer Pliego de Interrogatorio y Producción de 

Documentos al momento de diligenciar los emplazamientos.  Así, el 

31 de mayo de 2016 los querellados fueron emplazados y se les 

entregó el referido Pliego de Interrogatorios. 

Posteriormente, el 10 de junio de 2016 los querellados 

presentaron su Contestación a la Querella, en la que negaron la 

mayoría de las alegaciones formuladas en su contra.  

Concretamente, negaron haber discriminado o despedido 

injustificadamente a los querellantes.  Sostuvieron que los 

despidos obedecieron al propósito de mantener el buen y normal 

funcionamiento de la empresa, pues dos de los querellantes 

incurrieron en violaciones a las normas del empleo y los otros dos 

fueron despedidos debido a una reorganización y/o reducción en el 
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empleo.  Además, alegaron que SCI era una entidad jurídica 

separada de Empresas Stewart Inc. y que no era el patrono de los 

empleados despedidos ni patrono sucesor de Empresas Stewart 

Inc. 

 El 10 de junio de 2016 los querellados también presentaron 

una Oposición a Moción Informativa sobre Notificación de 

Interrogatorios a la Parte Querellada.  Alegaron que la notificación 

simultánea del emplazamiento y el Pliego de Interrogatorios 

contravenía nuestro ordenamiento jurídico, pues solo se podía 

enviar treinta (30) días luego de diligenciado el emplazamiento. 

El 14 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 17 

de junio de 2016, el TPI emitió una Resolución en la que declaró 

Sin Lugar la Oposición a Moción Informativa sobre Notificación de 

Interrogatorios a la Parte Querellada presentada por los 

querellados.  Además, el TPI señaló vista para el 9 de agosto de 

2016 y concedió cuarenta y cinco (45) días para realizar el 

descubrimiento de prueba. 

 El 15 de junio de 2016 los querellados presentaron una 

Solicitud para que se Tramite el Presente Caso bajo el Procedimiento 

Ordinario.  Alegaron que procedía convertir el caso a uno 

ordinarios debido a la complejidad de las reclamaciones y a la 

cantidad de querellantes, pues se requeriría un descubrimiento 

más amplio que el permitido en el procedimiento sumario bajo la 

Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961 (en adelante “Ley Núm. 2). 

 El 20 de junio de 2016 los querellantes presentaron una 

Oposición a Solicitud de Conversión a Procedimiento Ordinario.  

Alegaron que el caso de autos era uno típico de despido 

injustificado con reclamación de mesada y de discrimen por razón 

de edad.  Además, sostuvieron que la magnitud de las cuantías 

reclamadas no era un elemento a considerar al momento de 

determinar convertir el caso a uno ordinario, porque “la medula del 



 
 

 
KLCE201601472 

 

4 

caso sigue siendo la causa de acción, la cual es: despido 

injustificado.” 

El 20 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 22 

de junio de 2016, el TPI emitió una Resolución en la dispuso: “Nada 

que resolver.  Este es un caso sumario y no ordinario.”  Además, el 

23 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 27 de junio 

de 2016, el TPI emitió otra Resolución en la que expresó: “Se 

mantiene sumario.” 

 El 21 de junio de 2016 los querellantes presentaron una 

Moción de Turno Preferente en la que solicitaron que la vista del 9 

de agosto de 2016 se celebrara a las 9:00 AM, ya que su 

representación legal tenía una vista pautada para esa misma fecha 

a las 10:30 AM en el Tribunal de Juana Díaz. 

 El 28 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 30 

de junio de 2016, el TPI emitió una Resolución en la que expresó 

que “[e]l 9 de agosto es juicio.” 

 Antes de que se notificara la última Resolución emitida por el 

TPI, el 29 de junio de 2016 los querellados presentaron una 

moción intitulada Al Expediente Judicial en la que informaron al 

TPI que en esa misma fecha habían cursado a los querellantes una 

Notificación de Toma de Deposición Duces Tecum y que las 

deposiciones se llevarían a cabo el 28 y 29 de septiembre de 2016 

en las oficinas del representante legal de los querellados. 

 Luego de recibida la notificación de la última Resolución 

emitida por el TPI, el 14 de julio de 2016 los querellantes y 

querellados presentaron una Moción Conjunta sobre Periodo de 

Descubrimiento de Prueba y de Conversión de Vista a una sobre el 

Estado de los Procedimientos.  Argumentaron que habían acordado 

que el Pliego de Interrogatorios se contestaría en o antes del 1 de 

agosto de 2016 y que celebrarían las deposiciones de los 

querellantes el 28 y 29 de septiembre de 2016.  Por tanto, adujeron 
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que el término de cuarenta y cinco (45) días concedido por el TPI 

para realizar el descubrimiento de prueba no sería suficiente y 

solicitaron se extendiera hasta el 31 de diciembre de 2016.  Ello, 

dejando tiempo para transcribir las deposiciones y presentar 

mociones dispositivas, de ser necesario.  Solicitaron, además, que 

se señalara una Conferencia con Antelación a Juicio para limitar 

las controversias y que el juicio pautado para el 9 de agosto de 

2016 se convirtiera en una vista sobre el estado de los 

procedimientos. 

 Así las cosas, el 18 de julio de 2016, notificada y archivada 

en autos el 27 de julio de 2016, el TPI emitió una Resolución en la 

que declaró Sin Lugar la Moción Conjunta sobre Periodo de 

Descubrimiento de Prueba y de Conversión de Vista a una sobre el 

Estado de los Procedimientos. 

 Inconformes con la determinación del TPI, los peticionarios 

acuden ante nosotros mediante el recurso de certiorari de epígrafe, 

en el cual le imputan al TPI la comisión del siguiente error: 

LA ACTUACIÓN DEL TPI AL INSISTIR EN CELEBRAR 

UN JUICIO, SOBRE RECLAMACIONES DE 
DISCRIMEN EN EL EMPLEO Y DESPIDO 
INJUSTIFICADO DE CUATRO QUERELLANTES, 

APENAS A LOS 60 DÍAS DE HABERSE CONTESTADO 
LA QUERELLA, SIN PERMITIRLE A LAS PARTES 

REALIZAR UN DESCUBRIMIENTO DE PRUEBA 
COMPLETO Y SIN CELEBRAR VISTAS PREVIAS, 
CONSTITUYE UN CLARO ABUSO DE SU 

DISCRECIÓN, UN PROCESO ATROPELLADO, 
ARBITRARIO E IRRAZONABLE, QUE VULNERA EL 

DEBIDO PROCESO DE LEY QUE LE ASISTE A AMBAS 
PARTES EN EL PROCESO. PERMITIR ESTA 
ACTUACIÓN, CONLLEVARÍA UN GRAVE FRACASO DE 

LA JUSTICIA. 
 

II. 

A. El Recurso de Certiorari 

Las decisiones interlocutorias, distinto a las sentencias, son 

revisables ante el Tribunal de Apelaciones mediante recurso de 

certiorari.  El recurso de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 
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pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal de 

menor jerarquía. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913 

(2009).  El Tribunal de Apelaciones tiene la facultad para expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por tratarse de ordinario 

de asuntos interlocutorios.       

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar.  García v. Padró, 165 D.P.R. 324 

(2005).  Éstos son:   

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

D.  Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 
E.  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.   
F.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causa un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio. 

G.  Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia.  4 
L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 

 
Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención.  De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 
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de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia. 

B. La Ley Núm. 2 de Procedimiento Sumario 

La Ley Núm. 2 provee un procedimiento sumario de 

reclamaciones laborales para la rápida consideración y 

adjudicación de las querellas de obreros y empleados contra sus 

patronos relacionadas a salarios, beneficios y derechos laborales. 

32 L.P.R.A. sec. 3118.  Dichas reclamaciones, por su naturaleza y 

finalidad, ameritan ser resueltas a la brevedad posible para así 

lograr los propósitos legislativos de proteger el empleo, desalentar 

los despidos injustificados y proveerle al obrero despedido medios 

económicos para su subsistencia mientras consigue un nuevo 

empleo. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 175 D.P.R. 921 (2008); 

Ruiz v. Col. San Agustín, 152 D.P.R. 226, 231 (2000). 

El procedimiento sumario de reclamaciones laborales 

consagrado en la Ley Núm. 2 es uno especial cuyas disposiciones 

deben interpretarse liberalmente a favor del empleado. Ruiz v. Col. 

San Agustín, supra, pág. 232.  Ello, en virtud de la desigualdad de 

medios económicos que existe entre las partes.  Por tanto, el 

procedimiento le impone la carga procesal más onerosa al patrono, 

sin que ello signifique que éste quede privado de defender sus 

derechos. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 159. 

Acorde con la esencia sumaria del procedimiento de la citada 

Ley Núm. 2, en Dávila Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, el 

Tribunal Supremo estableció una norma de autolimitación en lo 

que concierne a nuestra jurisdicción apelativa en casos que se 

tramitan al amparo de dicho procedimiento sumario.  Se determinó 

que la revisión de resoluciones interlocutorias es contraria al 

carácter sumario del procedimiento bajo la Ley Núm. 2 y que, por 

tal razón, la facultad de revisarlas como tribunal apelativo es 

limitada.   En consecuencia, la parte que pretenda impugnar tales 
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resoluciones interlocutorias deberá esperar hasta la sentencia final 

y presentar contra ella el recurso pertinente a base del alegado 

error cometido. Id., págs. 494-497; Ruiz v. Col. San Agustín, supra, 

pág. 232. 

Esta norma, sin embargo, no es absoluta.  Como excepción, 

este Tribunal de Apelaciones deberá revisar una resolución 

interlocutoria: (1) cuando la misma haya sido dictada sin 

jurisdicción por el Tribunal de Primera Instancia o, (2) en aquellos 

casos extremos en los que los fines de la justicia así lo requieran; 

esto es, en aquellos casos extremos en que la revisión inmediata, 

en esta etapa, disponga del caso—o su pronta disposición—en 

forma definitiva o cuando dicha revisión inmediata tenga el efecto 

de evitar una grave injusticia. Dávila Rivera v. Antilles Shipping, 

Inc., supra, pág. 498; Ortiz v. Holsum, 190 D.P.R. 511, 517 (2014). 

III. 

Los peticionarios alegan en su recurso que el TPI abusó de 

su discreción al negarse a convertir el juicio señalado para el 9 de 

agosto de 2016 a una vista sobre el estado de los procedimientos y 

al no permitirles llevar a cabo un descubrimiento de prueba 

adecuado, en violación a su derecho al debido proceso de ley.  

Tienen razón. 

Es norma reiterada que el TPI tiene la labor indelegable de 

velar y garantizar que los procedimientos y asuntos ante su 

consideración se ventilen sin demora. Maldonado v. Srio. de Rec. 

Naturales, 113 D.P.R. 494, 497 (1982).  Como norma general, se 

respetan las decisiones procesales tomadas por los jueces en el 

ejercicio prudente de su discreción para dirigir y conducir los 

procedimientos que ante ellos se siguen.  Al ejercer su discreción, 

los jueces deben conseguir un balance justo entre el interés de que 

los pleitos se vean y resuelvan en sus méritos y el interés de no 

permitir demoras innecesarias en el trámite judicial para evitar 
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congestión en los calendarios y todas las controversias y gastos 

que ello genera a las partes. Lluch v. España Service Sta., 117 

D.P.R. 729, 742-743 (1986). 

Si bien es cierto que el propósito de la Ley Núm. 2 es la 

rápida consideración y adjudicación de las querellas de obreros y 

empleados contra sus patronos para proteger el empleo, desalentar 

los despidos injustificados y proveerle al obrero despedido medios 

económicos para su subsistencia mientras consigue un nuevo 

empleo, en el caso que nos ocupa los propios empleados 

querellantes están de acuerdo en que debe extenderse el periodo de 

descubrimiento de prueba para viabilizar la solución justa y rápida 

del caso.  Además, surge del expediente que las deposiciones de los 

querellantes están programadas para el mes de septiembre, lo cual 

no acarrearía una demora irrazonable en los procedimientos ni 

desvirtuaría la naturaleza de los procedimientos. 

Resolver lo contrario conllevaría obligar a las partes a 

participar en un juicio sin contar con prueba suficiente y necesaria 

para poder sustentar sus alegaciones y presentar una defensa 

adecuada.  Ello, sin lugar a dudas, constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  Así, nuestra intervención en esta etapa 

de los procedimientos está justificada conforme a lo resuelto en 

Dávila Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra.  Entendemos que el 

TPI abusó de su discreción al negarse a convertir el juicio a una 

vista sobre el estado de los procedimientos y a extender el periodo 

de descubrimiento de prueba. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se revoca la Resolución recurrida.  Se devuelve el caso al 

TPI para la continuación de los procedimientos de conformidad con 

lo resuelto en esta Sentencia. 
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 Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, 

teléfono o fax.  Luego, por la vía ordinaria. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Flores García concurre con el resultado 

exclusivamente por interpretar de forma distinta el alcance de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil y la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones en torno al recurso de Certiorari. 

 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


